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HECHOS
PRIMERO.- Proceso de instancia y resolución judicial recurrida.
1.La representación procesal de las entidades Ecologistas en Acción Sangüesa-Ongaiz, Federación Ecologistas en Acción-
Coda y la Fundación Sustrai, interpusieron de forma conjunta, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Navarra, recurso contencioso-administrativo contra la Orden Foral 124E/2022, de 28 de julio, del
Consejero de Desarrollo Económico y Empresarial del Gobierno de Navarra, por la que se inadmiten y/o desestiman los
recursos de alzada interpuestos por diversos interesados y entidades contra la Resolución 56/2021, de 1 de julio, de la
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Directora General de Industria, Energía y Proyectos Estratégicos S3, por la que se otorga la concesión de explotación minera,
derivada del Permiso de Investigación «Goyo» nº 35.780, para sales potásicas y sódicas, en cuadrículas mineras ubicadas en
los términos municipales de Javier, Sangüesa/Zangoza y Yesa, otorgada a la mercantil Geoalcali S.L.U.
2.Con fecha 30 de septiembre de 2024, en el recurso que fue tramitado como n.º 383/2022, se dictó sentencia por la
mencionada Sala, que estimó el recurso, anulando y dejando sin efecto la Orden Foral 124E/2022, de 28 de julio, del
Consejero de Desarrollo Económico y Empresarial, la Resolución 56/2021, y la de 1 de julio, de la Directora General de
Industria, Energía y Proyectos Estratégicos S3, al ser contrarias al Ordenamiento Jurídico, con las consecuencias inherentes a
dicha anulación.
3.A fin de centrar el objeto del recurso, debe señalarse que la resolución administrativa recurrida en la presente litis es una
concesión de explotación minera, derivada de un previo permiso de investigación, denominado Goyo, referido a cuadrículas
mineras ubicadas en municipios de la Comunidad Foral de Navarra.
El problema de base radica en que dicha concesión minera forma parte de un proyecto minero único que se extiende a través
de los territorios de las Comunidades Autónomas de Navarra y Aragón. El proyecto prevé la explotación subterránea de un
yacimiento, en el cual las bocaminas estarían ubicadas en la Comunidad de Aragón y el establecimiento de beneficio para
tratar el mineral estaría ubicado en la Comunidad Foral de Navarra, si bien físicamente son una unidad, estando comunicadas
entre si y afectando a cuadrículas mineras ubicadas en Navarra, a las que corresponde el permiso Goyo, otorgado por la
Administración foral Navarra; en municipios pertenecientes a la provincia de Zaragoza, en la Comunidad Autónoma de
Aragón, a las que corresponde el permiso Muga, otorgado por la Administración autonómica aragonesa; y otras cuadrículas
que se sitúan sobre ambas Comunidades Autónomas, a las que corresponde el permiso denominado Fronterizo, y cuyo
permiso de investigación y posterior concesión fue otorgado por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo.
Ante la necesidad de coordinar la tramitación de las tres concesiones, se firmó un convenio de encomienda de funciones
entre el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, la Comunidad Autónoma de Aragón y la Comunidad Foral de Navarra, el 16
de junio de 2015, para la tramitación conjunta de los expedientes administrativos relacionados con el otorgamiento de las
tres concesiones de explotación, así como la tramitación de la oportuna Declaración de Impacto Ambiental única del
proyecto, que correspondió a la Dirección General de Biodiversidad y Calidad Ambiental del Ministerio para la Transición
Ecológica, la cual formuló la Declaración de Impacto Ambiental favorable del denominado proyecto «Mina Muga», con fecha
31 de mayo de 2019, publicada en el BOE n.º 148 de 21 de junio de 2019.
Finalmente, por tres resoluciones de la misma fecha, de 28 de julio de 2022, se concedieron las tres concesiones de
explotación por las tres Administraciones Públicas que habían otorgado los permisos de investigación previos, siendo la
resolución recurrida en esta litis, la Orden Foral 124E/20200, la otorgada por el Consejero de Desarrollo Económico y
empresarial de la Comunidad Foral de Navarra, que ha sido anulada por la sentencia recurrida.
4.La ratio decidendide la sentencia recurrida, en lo que interesa a los diferentes escritos de preparación, está contenida en el
quinto fundamento de derecho, encabezado «sobre la competencia para otorgar la concesión de explotación y el
fraccionamiento del proyecto», en el que concluye:
«En definitiva, siendo que la empresa presenta un proyecto único de explotación para un recurso minero que abarca el
territorio de dos Comunidades Autónomas, debe llevarse a cabo un procedimiento único de tramitación para la concesión de
explotación, una evaluación ambiental única del proyecto completo y una sola resolución de concesión de explotación del
recurso minero con todas las condiciones necesarias que debe cumplir la empresa a lo largo del proceso extractivo y en la
restauración del terreno, una vez finalizadas las labores de explotación. La Ley de Minas no impone obligatoriamente el
otorgamiento de las concesiones de explotación separadas para un único proyecto de explotación por más que deriven de
distintos permisos de investigación previos, sino que lo que la Ley establece es que la concesión de explotación puede ser
directa o derivada de un previo permiso de investigación y que no abarque un perímetro mayor del que abarca el permiso de
investigación, pero no impone la vinculación que se ha llevado a cabo en este caso y que ha producido la distorsión puesta de
manifiesto entre esta vinculación del permiso previo de investigación con la posterior concesión de explotación y el proyecto
empresarial único para dicha explotación, que abarca el territorio que comprenden los tres previos permisos de investigación.
No se trata propiamente de un fraccionamiento del Proyecto, como ocurre en los casos resueltos por el Tribunal Supremo en
relación con parques eólicos, sino un fraccionamiento en la aprobación del mismo proyecto, atendiendo al ejercicio de la
competencia de cada Comunidad Autónoma, la de Navarra y la de Aragón, sobre un proyecto que se ubica en parte fuera de
su respectivo territorio, por lo que, en definitiva, ejercen una competencia fuera de los límites del territorio de la respectiva
Comunidad Autónoma, lo que es contrario al Ordenamiento Jurídico, como se ha razonado anteriormente.
Respecto a la alegación de que el convenio de encomienda de gestión es un acto consentido y firme, hay que señalar que el
convenio tiene efectos entre las partes que lo firman, esto es, las dos Administraciones autonómicas y la Administración
central, por lo que no produce efectos frente a terceros, como las demandantes. En todo caso, el convenio de gestión no es el
acto recurrido, sino que lo que se recurre es la resolución de concesión de explotación y la Orden Foral que la confirma.
Por lo que se refiere a la resolución dictada por el Gobierno de Navarra, que es objeto del presente recurso, la imposición de
condiciones de explotación de la mina completa, al ser una planta de explotación única, excede de su ámbito territorial, que
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es el que delimita su competencia, por lo que la resolución de concesión de explotación y la Orden Foral que la confirma no
son conformes al Ordenamiento Jurídico.
Por todo lo expuesto, debe estimarse la demanda al ser contrarias al Ordenamiento Jurídico tanto la Orden Foral 124E/2022,
de 28 de julio, del Consejero de Desarrollo Económico y Empresarial como la Resolución 56/2021, de 1 de julio, de la
Directora General de Industria, Energía y Proyectos Estratégicos S3, anulándolas y dejándolas sin efecto, sin necesidad, por
ello, de analizar los restantes motivos de recurso referidos a los distintos aspectos medioambientales discutidos.»
5.Así mismo, con carácter previo, el cuarto fundamento de derecho de la sentencia recurrida responde a las alegaciones de
las partes demandadas sobre la inadmisibilidad parcial del recurso por falta de legitimación activa para ejercitar la acción
popular en asuntos medioambientales, al amparo del art. 22 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, y la rechaza con cita de varias
sentencias de esta Sala, reconociendo legitimación activa a las asociaciones recurrentes al invocar la defensa de intereses
medioambientales que se incluyen en el ámbito del art. 18.1 de la Ley 27/2006, sin limitarla a alegaciones exclusivamente
medioambientales.
6.-Contra esta sentencia prepararon sus respectivos recursos de casación tanto la Abogacía del Estado, el Letrado de la
Comunidad Foral de Navarra, el Letrado de la Comunidad Autónoma de Aragón y la mercantil Geoalcali S.L.U.
SEGUNDO.- Preparación del recurso de casación.
1.Procede realizar un análisis conjunto de los diferentes escritos de preparación al coincidir sustancialmente en las
cuestiones planteadas, debiéndose señalar que, tras justificar la concurrencia de los requisitos reglados de plazo,
legitimación y recurribilidad de la resolución impugnada, se identifican como infringidos, por un lado en cuanto a la
legitimación de las entidades recurrentes los artículos 19, 49.1 y 4 en relación con el 21.1 b) de la Ley 29/98, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), el artículo 24 de la Constitución; así como el artículo 22 de
la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, que incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE (LAPMA), en
relación con su art. 18, que regula la acción popular en asuntos medioambientales; y en cuanto a la competencia para otorgar
la concesión minera el artículo 67 de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas (LM), el art. 88.1 del Real Decreto 2857/1978, de
25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de la Minería- en relación con el 76.4 de la LM; en
relación con el art. 3 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP) y la Jurisprudencia
constitucional, seguida por este Tribunal, sobre colaboración y cooperación entre Administraciones Públicas en el ejercicio de
competencias concurrentes, de nuevo en relación con el art. 67 LM.
2.Razonan que tales infracciones han sido relevantes y determinantes de la decisión adoptada en la resolución recurrida, toda
vez que, por un lado, se inaplica la doctrina de esta Sala en relación con la legitimación de las recurrentes, cuya legitimación
se admite al extenderse a los presupuestos competenciales y no únicamente medioambientales de la actuación
administrativa impugnada. Y por otro lado, indican que la sentencia recurrida lo que hace es imponer el otorgamiento de una
concesión minera única, al anular la concesión otorgada por la Comunidad Foral Navarra, señalando que la tesis de la
sentencia no resulta en modo alguno prevista por la ley de minas, ni resulta de la literalidad de su artículo 67 que liga el
permiso de investigación a la concesión desconociendo los límites previstos en el artículo 76.4 de la LM y el régimen de
distribución de competencias para el otorgamiento de las concesiones mineras, conforme a la delimitación que de las
mismas se hace en la ley de minas, como legislación básica, siendo competencia de las Comunidades Autónomas si las
cuadrículas correspondientes se encuentran íntegramente en el territorio de una Comunidad Autónoma.
3.Subrayan que la normativa que se entiende vulnerada forma parte del Derecho estatal o del de la Unión Europea.
4.Los escritos de preparación consideran que concurre interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia
porque se dan los supuestos previstos en las letras b), c) y e) del artículo 88.2, así como las presunciones de las letras a) y b)
del artículo 88.3 de la LJCA.
TERCERO.- Autos teniendo por preparados los recursos de casación y personación de las partes ante la Sala Tercera del
Tribunal Supremo.
La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, tuvo por preparados los recursos de
casación interpuestos por sendos autos de 9 de diciembre de 2024, y de 19 de febrero de 2025 respecto del presentado por
el Gobierno de Aragón, habiendo comparecido como partes recurrentes ante esta Sala Tercera del Tribunal Supremo las
cuatro recurrentes; así mismo ha comparecido como recurrida la representación de la Federación Ecologistas en Acción -
CODA-, Fundación Sustrai Erakuntza y Ecologistas en Acción Sangüesa-Ongaiz, oponiéndose a cada uno de los cuatro
recursos preparados.
Es Magistrado Ponente la Excma. Sra. D.ª Ángeles Huet De Sande, Magistrada de la Sala.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS
PRIMERO.- Requisitos formales del escrito de preparación.
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En primer lugar, desde un punto de vista formal, debe señalarse que los cuatro escritos de preparación han sido presentados
en plazo ( artículo 89.1 LJCA), contra sentencia susceptible de casación ( artículo 86 LJCA, apartados 1 y 2) y por quien está
legitimado ( artículo 89.1 LJCA), todo ello teniendo en cuenta que no consta que fueran parte en el proceso de instancia ni la
Abogacía del Estado ni el Gobierno de Aragón, pero su legitimación ha sido admitida en la preparación del recurso por parte
de la Sala sentenciadora, habiéndose justificado tales extremos y los demás requisitos exigidos en el artículo 89.2 LJCA.
De otro lado, se han identificado debidamente las normas cuya infracción se imputa a la sentencia recurrida, cumpliéndose
con la carga procesal de justificar la necesidad de su debida observancia en el proceso de instancia, así como su relevancia
en el sentido del fallo.
SEGUNDO.- Cuestión litigiosa y marco jurídico.
Se plantean varias cuestiones en los escritos de preparación del recurso, que a los efectos que interesa, se deben reconducir
a dos:
Por un lado, se cuestiona la legitimación en el proceso de las asociaciones ecologistas para recurrir la concesión de una
explotación minera derivada de un previo permiso de investigación, y ello por cuanto se considera que el art. 22 de la LAPMA
exige para que se pueda ejercitar la acción pública medioambiental que los actos contra los que se dirijan «vulneren las
normas relacionadas con el medio ambiente enumeradas en el artículo 18.1», y la sentencia recurrida habría ido en contra de
la jurisprudencia de esta Sala en relación con la interpretación de dicho precepto y habría que haber inadmitido el recurso, en
tanto los motivos alegados que han sido estimados no irían referidos a cuestiones medioambientales.
Y en segundo lugar, la referida a la cuestión del carácter supraterritorial autonómico del proyecto minero y su consecuencia
sobre el régimen de competencias. El hecho de que fuera un único proyecto y recibiera una tramitación ambiental única no
implicaría, a juicio de los recurrentes, que tal como declara la sentencia, la resolución de concesión de explotación minera
debiera ser única, lo cual vulneraría tanto la ley de minas como el régimen de distribución de competencias.
TERCERO.- Verificación de la concurrencia de interés casacional objetivo en el recurso.
1.Respecto de la concurrencia en el caso de interés casacional, la Sección considera que las partes recurrentes han realizado
el imprescindible esfuerzo argumental, con singular referencia al caso, respecto a la concurrencia del interés casacional
objetivo invocado en los escritos de preparación de cada recurso.
2.En cuanto a la legitimación de las asociaciones recurrentes, los escritos de preparación se refieren a nuestra sentencia de
16 de junio de 2016 (RC 2572/2014), aclarada por auto de 14 de septiembre siguiente, en la que dijimos:
«Por último, tampoco concurren, como se ha razonado anteriormente al estimar el motivo de casación tercero, los
presupuestos para ejercer la acción pública medioambiental en los términos que se configura en la Ley 27/2006, de Acceso a
Justicia en Medio Ambiente. Reiterando ahora todo lo razonado en el FD Sexto, basta remitir a la lectura del escrito de
solicitud de caducidad de las concesiones, para constatar que no hay ninguna actuación u omisión de la Administración que,
aun de ser ciertos los hechos que en su escrito alega la Asociación Plataforma Oro No, pudiera comprometer directa o
indirectamente el medio ambiente en ninguno de los ámbitos enunciados en el art. 18 de la Ley 27/2006 . Por ello se
constata que, con independencia del fin último o utilidad remota que inspira los Estatutos de la Asociación, en el sentido de
oponerse a este tipo de actividad minera en el entorno de Tapia de Casariego, lo cierto es que en la solicitud deducida solo
existe un fin de control de legalidad, finalidad que no puede encontrar cobertura en la singular acción que regula el art. 23, en
relación con los art. 22 y 18 de la Ley 27/2006.»
Sin embargo, la sentencia recurrida se hace eco de las sentencias de esta Sala de 7 de julio de 2017 (RC 1783/2015) y la de
23 de noviembre de 2020 (RC 6552/2019) en las que en supuestos diferentes, en su consideración, habríamos admitido la
legitimación medioambiental sin limitarla a las alegaciones exclusivamente medioambientales, dado que de estimarse la
tesis de los escritos de preparación, la sentencia considera que se estaría limitando la legitimación medioambiental de las
asociaciones y entidades recurrentes en la instancia
3.En cuanto al aspecto competencial, en síntesis, la tesis de la sentencia recurrida es que dado que se trata de un proyecto
único de explotación minera que abarca territorios en dos comunidades autónomas, debería haberse tramitado de forma
unificada y, por tanto, con un único procedimiento, una evaluación ambiental conjunta del proyecto completo y una sola
resolución de concesión que reúna todas las condiciones necesarias para la explotación y restauración de los terrenos
afectados, considerando que se habría producido, por ello, un fraccionamiento indebido en la aprobación del mismo proyecto.
La sentencia se apoya en este punto en nuestra sentencia de 27 de mayo de 2020 (RC 7460/2018), en la que dijimos:
«De lo razonado en los anteriores fundamentos hemos de concluir, por lo que se refiere a la primera de las cuestiones que
suscita interés casacional objetivo, que cuando se solicite un permiso de explotación de recurso de la Sección C que incluya
cuadrículas mineras ubicadas, total o parcialmente, en el ámbito territorial de más de una Comunidad Autónoma, la
competencia para pronunciarse sobre dicha concesión de explotación ha de ser, en todo caso, de la Administración General
del Estado; excluyendo que cada Comunidad Autónoma pueda decidir la petición para su ámbito territorial esa única
concesión. Y esa regla competencial es admisible para cuando la concesión de explotación que se solicite comprenda una
sola cuadrícula, siempre que la misma integre terrenos de una y otra Comunidad Autónoma.»
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Los recursos señalan que no se trata del mismo supuesto ya que en este caso se parte de permisos de investigación ya
concedidos y que la ley de minas prevé una relación unívoca entre el permiso de investigación y la concesión de explotación,
en el art. 67 LM, y además desvinculados del concreto proyecto, el cual puede ser único, pero con diferentes concesiones de
explotación. Consideran que la sentencia desconoce la competencia autonómica al considerar una competencia única que
debería pertenecer a la Administración General del Estado.
A estos efectos recuerdan que el Tribunal Constitucional, en su sentencia 306/2000, de 12 de diciembre referida al título
competencial en materia de protección del medio ambiente respecto del Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de
Picos de Europa señaló que:
«[...] la supraterritorialidad no representa, por sí sola, un criterio atributivo de competencias, pues esta circunstancia sólo
puede suponer legítimamente un traslado de la competencia cuando la actividad pública concernida no sea susceptible de
fraccionamiento y, aun en este caso, cuando dicha actuación no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de
cooperación o coordinación por requerir un grado de homogeneidad que sólo pueda asegurarse mediante su atribución a un
único titular, que forzosamente ha de ser el Estado, o, en fin, cuando sea necesario recurrir a un ente con capacidad para
integrar intereses contrapuestos de diversas Comunidades Autónomas (entre otras, SSTC 329/1993, de 12 de noviembre, FJ
4; 243/1993, de 21 de julio, FJ 6; 102/1995, FJ 8; 190/2000, de 13 de julio, FJ 10, y 223/2000, de 21 de septiembre, FJ 11)... la
coordinación presupone la existencia de competencias de las Comunidades Autónomas en la materia.»
El Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre dichas cuestiones en diferentes sentencias, especialmente en la n.º
194/2004, de 4 de noviembre, dictada con ocasión de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, por la que se modifica la Ley
4/1989, de 27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres, referida a la significación
de la atribución al Estado de competencias en materia de legislación básica y cómo afecta dicha competencia a la función
ejecutiva de competencia autonómica, así como a la incidencia de la supraterritorialidad en los criterios atributivos de
competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Se trata, en el supuesto de autos, de un caso sobre el que la ley
de minas, que es una ley preconstitucional, no contiene previsión alguna y que atiende al orden de distribución de
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, lo que se considera de trascendencia suficiente como para que
tengamos que analizar la cuestión.
4.Dadas las dudas suscitadas sobre las dos cuestiones, y la necesidad de fijar criterios de aplicación normativa, en el marco
de nuestra misión nomofiláctica, se considera procedente la admisión del presente recurso en relación con las dos
cuestiones suscitadas.
CUARTO.- Admisión del recurso de casación. Normas objeto de interpretación.
1.Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación con el artículo
90.4 de la misma norma, esta Sección primera aprecia que estos recursos presentan interés casacional objetivo para la
formación de jurisprudencia, respecto de las siguientes cuestiones:
i. Determinar, en relación con el ejercicio de la acción popular en asuntos medioambientales derivada de la Ley 27/2006, por
la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, si es posible esgrimir en vía de recurso contencioso administrativo motivos de impugnación que no
consisten en infracción de normas medioambientales.
ii. Determinar si una Comunidad Autónoma es competente para otorgar una concesión de explotación minera derivada de un
previo permiso de investigación referido a cuadriculas mineras ubicadas en el territorio de dicha Comunidad Autónoma, aun
cuando dicha concesión pertenezca a un proyecto de explotación único que abarque el territorio de más de una Comunidad
Autónoma, determinando en su caso el régimen de competencias en tales supuestos.
2.Las normas que, en principio, serán objeto de interpretación son, por un lado, los artículos 19, 21 y 49 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, los artículos 18 y 22 de la Ley 27/2006, de 18 de julio,
por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, que incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE; y, por otro, los artículos 148 y 149.1.ª.23 y 25 CE y 67
de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas y el artículo 88.1 del Reglamento General para el Régimen de la Minería, aprobado
por Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto, así como el artículo 11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico
del Sector Público, y la disposición adicional 11.ª de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, todo ello en
relación con la distribución de competencias en materia de régimen de la minería.
Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado en el recurso,
ex artículo 90.4 de la LJCA.
QUINTO.- Publicación en la página web del Tribunal Supremo.
Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página web del Tribunal
Supremo.
SEXTO.- Comunicación y remisión.
Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, como dispone el artículo 90.6
LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 LJCA, remitiéndolas a la Sección Quinta de esta

20/07/2026

5/6

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0000354138&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0000249899&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0000250518&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0000170803&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0000184362&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000010875&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000018185&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1486
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000233070&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I291
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I292
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I477
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000233070&version=Vigente&anchor=I153
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000233070&version=Vigente&anchor=I200
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000184588&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000190204&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000019668&version=Vigente&anchor=I270
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000019668&version=Vigente&anchor=I271
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000007779&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000008039&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559952&version=Vigente&anchor=I84
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000518080&version=Vigente&anchor=I522
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1517
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1517
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1517
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1537
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000011272&version=Vigente&anchor=I1548


Análisis
Voces

Concesiones administrativas
Otorgamiento
Materias en particular
Minas

Medio ambiente
Energía
Energía eólica
Evaluación de impacto ambiental
Medio natural
Biodiversidad

Minería
Actividad minera y extractiva

Recurso de casación
Materia contencioso-administrativa
Interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia

Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad con las reglas de reparto.

LA SECCIÓN DE ADMISIÓN ACUERDA:
1.º)Admitir los recursos de casación tramitados con el n.º 9350/2024, preparados por la Abogacía del Estado, la Comunidad
Foral de Navarra, el Gobierno de Aragón y la mercantil Geoalcali S.L.U. contra la sentencia n.º 285/2024, de 30 de septiembre
de 2024, dictada por la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra en el recurso n.º
383/2022.
2.º)Declarar que la cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en:
i. Determinar, en relación con el ejercicio de la acción popular en asuntos medioambientales derivada de la Ley 27/2006, por
la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, si es posible esgrimir en vía de recurso contencioso administrativo motivos de impugnación que no
consisten en infracción de normas medioambientales.
ii. Determinar si una Comunidad Autónoma es competente para otorgar una concesión de explotación minera derivada de un
previo permiso de investigación referido a cuadriculas mineras ubicadas en el territorio de dicha Comunidad Autónoma, aun
cuando dicha concesión pertenezca a un proyecto de explotación único que abarque el territorio de más de una Comunidad
Autónoma, determinando en su caso el régimen de competencias en tales supuestos.
3º)Identificar como normas que, en principio, serán objeto de interpretación, sin perjuicio de que la sentencia pudiera
extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado en el recurso, las mencionadas en el Razonamiento Jurídico
Cuarto, apartado 2, de este auto.
4.º)Ordenar la publicación de este auto en la página web del Tribunal Supremo.
5.º)Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.
6.º)Remitir las actuaciones para su tramitación y decisión a la Sección Quinta de esta Sala, competente de conformidad con
las normas de reparto.
El presente auto, contra el que no cabe recurso alguno, es firme ( artículo 90.5 LJCA).
Así lo acuerdan y firman.
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